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ACUERDO N.° E-1144-2022-CAU. SUPERINTENDENCIA GENERAL DE ELECTRICIDAD Y TELECOMUNICACIONES. San Salvador, a las nueve horas con veinte minutos del día siete de junio de dos mil veintidós.

Esta Superintendencia CONSIDERANDO QUE:

I. [bookmark: _Hlk104188614]El día veintiuno de abril del presente año, el XXX, actuando en calidad de apoderado general judicial de la sociedad XXX., titular del suministro identificado con el NIC XXX, interpuso un reclamo en contra de la sociedad CAESS, S.A. de C.V.  por tratar de ejecutar el corte definitivo de dicho suministro solicitado por la propietaria del inmueble, pues tiene un contrato de arrendamiento sobre el que existe un proceso judicial pendiente. 

El día veinticinco del mismo mes y año, el referido apoderado presentó un escrito mediante el cual reiteró su reclamo y solicitó que se dictara una medida provisional para suspender el corte del suministro hasta que finalice dicho proceso judicial.

II. [bookmark: _Hlk105073512]Mediante el acuerdo N.° E-0871-2022-CAU, de fecha veintiocho de abril del presente año, esta Superintendencia, resolvió lo siguiente:

¨[…]
a) Requerir a la sociedad CAESS, S.A. de C.V. que, en un plazo de diez días hábiles contados a partir del día siguiente a la notificación de este proveído, se pronuncie sobre lo señalado por la sociedad XXX. y remita la información correspondiente. 

b) Comunicar a la señora XXX el inicio del presente procedimiento administrativo para que, en un plazo de diez días hábiles contados a partir del día siguiente a la notificación de este proveído, si así lo desea, comparezca en el procedimiento por sí o por medio de representante, en defensa de sus intereses.

c) Comisionar al CAU para que, una vez vencido el plazo otorgado a la sociedad CAESS, S.A. de C.V., determine en un plazo de tres días hábiles, si es necesario contratar un perito externo para resolver el presente procedimiento y, de no serlo, indique que dicho centro realizará la investigación que corresponda.

d) Instruir a la sociedad CAESS, S.A. de C.V. que hasta que esta Superintendencia emita un pronunciamiento final, se abstenga de efectuar el corte definitivo del suministro de energía eléctrica identificado con el NIC XXX. […]”
  
El referido acuerdo fue notificado a las sociedades XXX. y CAESS, S.A. de C.V. el día veintinueve de abril del presente año, y a la señora XXX el dos de mayo del mismo año, respectivamente.

El plazo otorgado a la distribuidora y a la señora XXXX finalizaron los días dieciséis y diecisiete de mayo del mismo año, respectivamente.

III. Los días trece y dieciséis de mayo del presente año, el ingeniero XXX, apoderado especial de la sociedad CAESS, S.A. de C.V., presentó escritos detallando las gestiones efectuadas respecto a la solicitud de corte definitivo del suministro identificado con el NIC XXX e indicó que atendiendo el marco regulatorio vigente, expuso no haber violentado los derechos de los involucrados y que sus atribuciones no pueden extenderse a ámbitos fuera del marco regulatorio aplicable al servicio de energía eléctrica, por lo cual no se pronuncia sobre los argumentos del reclamante que se ventilan judicialmente. 

A dicho escrito adjuntó de forma electrónica la documentación vinculada al caso.

IV. [bookmark: _Hlk104194103]El día diecinueve de mayo de este año, el señor XXX, actuando en calidad de apoderado general judicial de la señora XXX, presentó un escrito detallando lo siguiente:

“[…]

1. Que la medida cautelar adoptada por esa Superintendencia consistente en, instruir a CAESS se abstenga de efectuar el corte definitivo del suministro de energía solicitado desde el día 11 de abril de 2022 hasta que exista una resolución definitiva en este expediente, está causando daños y perjuicios de consideración a mi mandante.

2. Que tal y como lo reconoce esa Superintendencia en el Acuerdo en mención, su campo de competencia se encuentra estrictamente limitado por el marco normativo aplicable como ente regular del sector de electricidad, sin que pueda extender su competencia a aspectos que, por ley, corresponde exclusivamente a los tribunales ordinarios, ni siquiera bajo la justificación o ropaje de adopción de medidas cautelares provisionales.

3. Que conforme a lo que obra en este expediente, existe evidencia robusta que CAESS ha cumplido estrictamente y a letra, con el proceso que ordena las disposiciones de los Términos y Condiciones Generales al Consumidor Final del Pliego Tarifario del año 2022 previo a efectuar el corte definitivo del suministro de energía solicitado, prueba de ello, son los sendos escritos presentados por la sociedad XXX. en ejercicio legítimo de su derecho de audiencia, sociedad que valga destacar, es Usurpadora del inmueble de mi mandante y quien no tiene ningún título ni derecho legal válido sobre el inmueble propiedad de mi representada.

4. [bookmark: _Hlk104195853]Por otro lado, destacamos que desde el 11 de abril del corriente año, mi mandante, señora XXX XXX, por nuestro medio el corte definitivo del suministro de energía eléctrica, petición que mi mandante está legítimamente habilitada a realizar en virtud de ser la propietaria del inmueble y con fundamento jurídico en el artículo 22 literal b) de los TÉRMINOS Y CONDICIONES GENERALES AL CONSUMIDOR FINAL. Yes que, el corte definitivo solicitado debió realizarse a más tardar ocho días hábiles después de recibida la solicitud de la gestión, tal como lo establece el articulo 23 de los TÉRMINOS Y CONDICIONES GENERALES AL CONSUMIDOR FINAL, sin embargo, los ocho días hábiles vencieron el día 25 de abril del corriente año, sin que se hubiere realizado el corte definitivo solicitado, lo cual debe realizarse sin más dilaciones, a efecto de cumplir con dicha normativa. Esta situación está afectando a mi mandante, como propietaria legitima del inmueble, y vulnera abiertamente los derechos que le otorga la normativa en comento, situación que esa Superintendencia debe atender y observar.

5. Que estando claramente delimitado el campo de competencia de esa Superintendencia para el hecho de verificar el cumplimiento de la normativa reguladora aplicable en el proceso realizado por CAESS, es procedente que se pronuncie resolución definitiva en el presente expediente y que a la brevedad posible, se revoque y deje sin efecto la medida cautelar ordenada para no consentir y coadyuvar en el incremento de los daños y perjuicios que se le están irrogando a mi mandante, y principalmente para evitar que esa Superintendencia extienda indebidamente su competencia vía “justicia precautoria”, pues tal y como lo reconoce en el Acuerdo en mención, las pretendidas justificaciones y argumentos que tiene la sociedad Usurpadora,  son aspectos que evidentemente salen de la competencia de la SIGET y corresponde exclusivamente a los tribunales ordinarios. […]”

En ese sentido, solicitó que se dicte resolución definitiva declarando que la distribuidora ha cumplido la normativa aplicable, se ha garantizado el derecho de audiencia de la sociedad reclamante y se deje sin efecto la medida cautelar dictada para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 22 letra b) de los Términos y Condiciones Generales al Consumidor Final del año 2022.

V. Por su parte, el CAU emitió el memorando con referencia N.° M-512-CAU-22, de fecha veintiséis de mayo de este año, por medio del cual informó que no es necesaria la contratación de un perito externo, ni acción técnica en el suministro, por corresponder el caso a la aplicación de la normativa sectorial en una gestión de desconexión. 





VI. El día treinta y uno de mayo de este año, la sociedad XXX. presentó un escrito solicitando que se efectúe una audiencia de conciliación para solventar la problemática y que se abriera a prueba el presente procedimiento, solicitando que se practiquen las siguientes:

1. Declaración de la señora XXX para que se corrobore la existencia de un proceso judicial que no ha finalizado.
2. Declaración del señor XXX, coordinador de grandes clientes de la distribuidora, a fin de que se corrobore la relación jurídica entre las sociedades XXX. y CAESS, S.A. de C.V. 
3. Que la distribuidora exhiba la documentación presentada por la señora XXX sus apoderados ante la distribuidora.
4. Se realice una inspección en el inmueble para demostrar los daños y pérdidas que acarrearía la suspensión del servicio eléctrico y de las actividades comerciales de la reclamante.

VII. Sobre lo expuesto por las partes, debe indicarse que debido a la naturaleza del reclamo, esta Superintendencia considera que a través de la documentación presentada por la sociedad XXX. y la obtenida en la audiencia otorgada a la señora XXX y a la sociedad CAESS, S.A. de C.V. en el acuerdo N.° E-0871-2022-CAU, se ha recopilado la documentación idónea para realizar un pronunciamiento en el presente reclamo. 

VIII. Por lo tanto, esta Superintendencia, con apoyo del CAU, realizara un análisis de los argumentos presentados por las partes teniendo como base el marco regulatorio sectorial.

1. MARCO LEGAL

1.A. Constitución
 
En el artículo 86 inciso 1º que «Los funcionarios del Gobierno son delegados del pueblo y no tienen más facultades que las que expresamente les da la ley».

	1.B. Ley de Creación de la SIGET

El artículo 4 de la Ley de Creación de la SIGET establece que le compete a esta Institución aplicar las normas contenidas en tratados internacionales en materia de electricidad, en las leyes que rigen en el referido sector y sus reglamentos, así como para conocer del incumplimiento de estas.

1.C. Ley General de Electricidad

De acuerdo con el artículo 2 letra e) de la Ley General de Electricidad, uno de los objetivos de dicho cuerpo legal es la protección de los derechos de los usuarios y de todas las entidades que desarrollan actividades en el sector.

En los artículos 81 y 82 de la LGE se establece que los consumidores conectados a una red de distribución podrán exigir al distribuidor correspondiente el otorgamiento de contratos de suministro de energía de acuerdo con el pliego tarifario aprobado por la SIGET o negociar con cualquier comercializador, los precios y condiciones del suministro de energía eléctrica, distintos a los aprobados por la SIGET, sin intervención de ésta.

1.D. Términos y Condiciones Generales al Consumidor Final del Pliego Tarifario autorizado a la distribuidora CAESS, S.A. de C.V. aplicables para el año 2022.

El corte definitivo del servicio eléctrico se encuentra regulado en los artículos 22 y 23 los Términos y Condiciones Generales al Consumidor Final del Pliego Tarifario del año dos mil veintidós (T&C), de la forma siguiente: 

Art. 22.- Un corte definitivo del suministro implicará el retiro de la acometida y del equipo de medición, y podrá realizarse en los siguientes casos: 

a) A solicitud del usuario final;
b) A solicitud del propietario del inmueble, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 11 de la Ley de Inquilinato;
c) Cuando el Distribuidor hubiese suspendido el suministro por las situaciones previstas en el artículo 20 de este pliego, y si transcurridos seis meses desde la fecha de la suspensión, el usuario final no hubiere solicitado la reconexión del mismo; y,
d) Cuando el Distribuidor hubiese suspendido el suministro por las situaciones previstas en el artículo 20 de este pliego, y el usuario final se conecta nuevamente, sin autorización, y sin haber solventado las causas que motivaron la suspensión.

Art. 23.- Cuando se solicite al Distribuidor una desconexión temporal del servicio o un corte definitivo del mismo, deberá hacerlo por escrito impreso o digital y comprobar la titularidad del derecho que lo habilite. El Distribuidor registrará dicha solicitud, entregará una constancia impresa o digital de ésta y luego de verificar la legalidad de la documentación que prueba la titularidad, deberá proceder a la desconexión o corte, a más tardar ocho días hábiles después de recibida la misma. Además, deberá notificar en el inmueble la desconexión o corte por lo menos tres días antes de realizarla.

Si finalizado dicho período, el Distribuidor no ha efectuado la desconexión o corte, ésta podrá ser realizada por el usuario final o por terceros, siempre y cuando estén debidamente calificados para ello.  En estos casos, el Distribuidor deberá notificar al solicitante las razones justificadas de por qué no efectuó la desconexión o corte, a más tardar ocho días hábiles después de recibida la solicitud […]”.

1.E. Ley de Procedimientos Administrativos

De conformidad con el artículo 166 de la LPA, todo procedimiento debe ser adecuado a lo establecido en dicha Ley.  

El artículo 3 la LPA dispone los principios bajo los cuales debe sujetarse la actuación de la Administración Pública, siendo el primero el de Legalidad, el cual implica que «la Administración Pública actuará con pleno sometimiento al ordenamiento jurídico, de modo que sólo puede hacer aquello que esté previsto expresamente en la ley y en los términos en que ésta lo determine». 

Específicamente, en el numeral 8, define de la manera siguiente: «(…) Verdad Material: Las actuaciones de la autoridad administrativa deberán ajustarse a la verdad material que resulte de los hechos, aun cuando no hayan sido alegados ni se deriven de pruebas propuestas por los interesados (…)».

El artículo 70 de la LPA dispone que si durante la tramitación de un procedimiento se establece la existencia de interesados que puedan resultar directamente afectados por la decisión que se adopte y que no hayan intervenido en el procedimiento, se les comunicará la tramitación del expediente para que, si así lo desean, se apersonen. 

El artículo 78 de la LPA dispone que iniciado el procedimiento, el órgano competente para resolverlo podrá adoptar las medidas provisionales que estime oportunas, para asegurar la eficacia de la resolución, siempre que exista apariencia de buen derecho y peligro, lesión o frustración por demora. Asimismo, no se podrán dictar medidas provisionales susceptibles de causar perjuicios de imposible o de difícil reparación a los interesados, o que impliquen violación de los derechos amparados por las Leyes. 

Las medidas provisionales podrán dejarse sin efecto o modificarse durante la tramitación del procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta al momento de su adopción. En todo caso, se extinguirá con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente.

2. ANÁLISIS DEL CASO

A. Competencia de SIGET

Debe precisarse que las Administraciones Públicas están sujetas al imperio de la Ley; siendo, por ello, el Principio de legalidad su eje esencial de actuación, el cual está contenido en los artículos 86 inciso 1º de la Cn. y 3 número 1 de la LPA. Dentro de tal contexto, la vinculación positiva conlleva que el sujeto puede actuar cuando esté articulada en su favor una habilitación legal expresa y que, en todo caso, si la normativa le confiere una potestad, éste debe cumplirla a efecto de alcanzar los fines que ha establecido el ordenamiento jurídico.

Así, en la Constitución de la República se instaura en el artículo 86 inciso 1º que «Los funcionarios del Gobierno son delegados del pueblo y no tienen más facultades que las que expresamente les da la ley», y el artículo 3 la LPA dispone los principios bajo los cuales debe sujetarse la actuación de la Administración Pública, siendo el primero el de Legalidad, el cual implica que «la Administración Pública actuará con pleno sometimiento al ordenamiento jurídico, de modo que sólo puede hacer aquello que esté previsto expresamente en la ley y en los términos en que ésta lo determine».

De lo anterior se colige que la actuación de la SIGET debe estar legitimada por una norma previa ya sea de índole constitucional, legal o reglamentaria que le dé cobertura. Al respecto, la atribución de poderes jurídicos a la Administración Pública conlleva que: primero, la Ley perfila la competencia del Ente, entiéndase con ello que determina los ámbitos materiales, temporales, de grado y espaciales dentro de los cuales se ejercerá la actuación de tal Ente; y, segundo, que la Ley desarrolla las potestades que dicho Ente tendrá respecto a ese ámbito competencial conferido.

En ese sentido, debe reiterarse que el principio de legalidad implica la aplicación de todo el ordenamiento jurídico, sea éste de tipo constitucional, legal, reglamentario o normativo, entre otros, de tal manera que las autoridades estatales están llamadas a actuar dentro del marco legal que define sus atribuciones, lo cual representa para los sujetos la certeza de que sus derechos sólo podrán ser limitados de acuerdo a la forma y términos previamente establecidos.

De ahí se concluye que la SIGET es un ente regulador que por determinación expresa del legislador tiene la tarea esencial de regular y supervisar actividades específicamente relacionadas con el sector de electricidad; tarea que será ejercida dentro de los límites de la propia ley.

B. Respecto de la interposición de una demanda en sede judicial 

Del examen del expediente del caso y lo manifestado por las partes, se advierte que el inmueble ubicado en el Paseo General Escalón, número tres mil novecientos treinta y uno, colonia Escalón, San Salvador donde se encuentra instalado el suministro identificado con el NIC XXX es propiedad de la señora XXX, y que ésta ha demandado la terminación judicial del contrato de arrendamiento de dicho inmueble en el XXX.

Sobre lo anterior, debe exponerse que del marco regulatorio sectorial se desprende que las competencias de la SIGET son técnicas y atañen a aspectos del servicio eléctrico, de manera que es indudable que la Superintendencia responde a la necesidad de una legitimación técnica de intervención en los límites que le establece la ley.
En aplicación a dicho marco normativo, los pronunciamientos de la SIGET, en cumplimiento con los principios de competencia y legalidad, no pueden extenderse a ámbitos fuera del marco regulatorio aplicable a la prestación del servicio público de energía eléctrica, por lo cual no alcanza ni comprende aquellos aspectos obligacionales propios de tutela de otras jurisdicciones.
Acorde con lo anterior, debe aclararse que el análisis de derechos que recaen sobre el referido inmueble es materia que corresponde a los tribunales ordinarios y no al ámbito del derecho regulatorio de lo cual está a cargo la SIGET como ente regulador del sector de electricidad; por consiguiente, el presente análisis no pretende determinar la existencia de un derecho de naturaleza civil a favor de una u otra de las partes, sino únicamente delimitar –con la información disponible en el expediente– la situación jurídica que las partes han logrado establecer en sede administrativa y que pueda tener incidencia en el análisis regulatorio pertinente, para posteriormente con esa información, verificar si la distribuidora —como ente regulado por esta superintendencia— cumplió las exigencias del marco normativo.

En ese mismo entendido, la medida cautelar dictada en su momento por esta Superintendencia de evitar que la distribuidora desconectara el suministro hasta resolver el reclamo, no debe interpretarse con alcances jurisdiccionales, puesto que la misma se emite en reclamos de usuarios en los que se deba analizar una solicitud de desconexión, y esto responde únicamente a la naturaleza pública del servicio de energía eléctrica y las implicaciones que pudiera tener en el acceso a dicho servicio público una desconexión efectuada sin el cumplimiento de los requisitos normativos.

Consecuente con lo anterior, esta Superintendencia le corresponde limitarse a constatar si la distribuidora cumplió el procedimiento previo e indispensable establecido en los artículos 22 y 23 de los Términos y Condiciones de los Pliegos Tarifarios vigentes para privar a un usuario de la prestación del suministro de energía eléctrico. 

C. Sobre el contrato de suministro suscrito entre la distribuidora y la sociedad XXX.

La sociedad XXX. argumentó que tiene un contrato de suministro con la sociedad CAESS, S.A. de C.V., por lo que la propietaria del inmueble no puede interferir en la prestación del servicio de energía eléctrica. 

Al respecto, los pliegos tarifarios constituyen la normativa especial que, por mandato legal contenido en los artículos 9 y 78 de la LGE, regula los cargos y tarifas aplicables a la actividad de distribución de energía eléctrica y los términos y condiciones bajo los cuales, año con año, se regirá la prestación del servicio de energía eléctrica. 

En consecuencia, constituyen la normativa especial para dictar los precios y condiciones del suministro de energía eléctrica; por lo que cualquier contrato relacionado con la prestación del servicio de energía eléctrica debe estar de acuerdo y ser congruente con el pliego tarifario aprobado por la SIGET. 

Bajo ese contexto, corresponde indicar que en los Términos y Condiciones Generales al Consumidor Final del Pliego Tarifario vigente para el presente año, se establece lo siguiente:  

Artículo 1. Que el contrato de suministro de energía eléctrica “Es el acuerdo escrito por medio del cual un distribuidor que actúa como comercializar se obliga a entregar energía eléctrica al usuario final, en forma continua durante un plazo determinado, por un precio y condiciones fijadas en este pliego y otras regulaciones vigentes. (…)”

Asimismo, por disposición del artículo 10 de dichos Términos, se permite a la distribuidora realizar la conexión del suministro de energía eléctrica: “a) Cuando el usuario final que contrata el servicio no fuese el propietario del inmueble o instalaciones en donde se realizará el suministro”.

Por otra parte, el artículo 22 de los Términos y Condiciones Generales al Consumidor de los Pliegos Tarifarios vigentes, regula los casos en los cuales la distribuidora puede proceder a realizar un corte definitivo del suministro de energía eléctrica, lo cual implica el retiro de la acometida y del equipo de medición, debe cumplir ciertas condiciones procedimentales, las cuales están reguladas en el inciso primero del artículo 23 del mismo cuerpo normativo, de la manera siguiente:

“”Art. 23.- Cuando se solicite al Distribuidor una desconexión temporal del servicio o un corte definitivo del mismo, deberá hacerlo por escrito o digital  y comprobar la titularidad del derecho que lo habilite. El Distribuidor registrará dicha solicitud, entregará una constancia impresa o digital de ésta y luego de verificar la legalidad de la documentación que prueba la titularidad, deberá proceder a la desconexión o corte, a más tardar ocho días hábiles después de recibida la misma. Además, deberá notificar en el inmueble la desconexión o corte por lo menos tres días antes de realizarla.”” 

Establecido lo anterior y al haberse constatado la relación contractual entre la empresa distribuidora CAESS y la sociedad XXX., es preciso establecer que en la Sentencia de fecha 4-VI-2014, emitida en el Amparo 14-2011, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia se determinó que la distribución de energía eléctrica es una actividad que no precisa de una concesión, en el entendido de que para su ejercicio no se explotan directamente recursos naturales y que no es una actividad que se encuentra sujeta a titularidad estatal, pero que pese a ello, dicha actividad –por su estrecha vinculación a un servicio público– no se encuentra exenta del control del Estado.

De ahí que a las empresas distribuidoras les han sido encomendadas determinadas facultades relacionadas con la venta de esta energía a los usuarios, por lo que sus actuaciones son siempre susceptibles de control y regulación por parte del Estado, ejercida a través de la SIGET. 

Asimismo, en jurisprudencia emitida en la resolución de las once horas con veintinueve minutos del día diecisiete de julio de dos mil trece, en el Amparo 218-2010, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, sostuvo lo siguiente:

“”(…) desde un punto de vista material, los particulares también pueden producir actos limitativos de los derechos constitucionales de las personas como si se tratase de autoridades en sentido formal. En efecto, si bien existen casos en que la decisión de un particular escapa del concepto tradicional de acto de autoridad, esto es, el emitido por personas físicas o jurídicas que forman parte de los órganos del Estado o que realizan actos por delegación de alguno de estos y frente a las cuales el sujeto se encuentra en una relación de subordinación, en aquellos puede ocurrir una limitación definitiva y unilateral de derechos fundamentales.

Por ello, el concepto de autoridad y, por consiguiente, de los actos que derivan del ejercicio de ese imperium, no deben ser entendidos en un sentido exclusivamente formal — referidos únicamente a un órgano del Estado—, sino también material, de manera que comprendan aquellas situaciones en las que personas o instituciones que formalmente no son autoridades, se consideran como tales en la realidad o práctica cuando sus acciones y omisiones, producidas bajo ciertas condiciones, limiten derechos constitucionales.

b. Así, se requiere que el acto impugnado haya sido emitido dentro de una relación de supra-subordinación en sentido material, la cual puede advertirse en los casos en que el sujeto afectado no tiene más alternativa que aceptar el acto emitido por el particular, en virtud de la naturaleza de la vinculación que guarda con aquel, que lo coloca en una posición de predominio capaz de restringir o, incluso, anular el efectivo ejercicio de algunos de sus derechos. En otras palabras, la posición en la que se ubica un particular dentro de determinada relación jurídica frente a otro puede otorgar a aquel la facultad de imponer materialmente sus propias decisiones, pudiendo provocar, en los derechos del sujeto que se encuentra obligado a someterse a tal potestad, efectos que trascienden al ámbito constitucional.

Y es que, si la obligación de cumplir con lo establecido en la Constitución corresponde tanto a funcionarios públicos como a ciudadanos —arts. 235 y 73 ord. 2° de la Cn.—, los actos emanados de particulares en estas condiciones de supra-subordinación material no deben atentar o impedir el ejercicio efectivo de los derechos fundamentales que les son oponibles. De ahí que negar la posibilidad de examinar un acto de esta naturaleza y características sería desconocer el carácter normativo de la Ley Suprema.””

Con base en lo anterior, se debe concluir que a partir de lo establecido en el artículo 23 de los Términos y Condiciones y en la jurisprudencia de la Sala de lo Constitucional antes señalada, se determina que la facultad de realizar la desconexión temporal o el corte definitivo del servicio de energía eléctrico corresponde ejecutarla a la distribuidora a solicitud del propietario del inmueble, y que esta facultad es independiente de la existencia de un contrato de arrendamiento.

En todo caso, la facultad que tiene el arrendatario de solicitar un suministro eléctrico es un elemento accesorio ligado a dicho contrato de arrendamiento, y no lo faculta más allá de lo que le permita disponer según lo pactado con el propietario del inmueble. Es decir que, al ser únicamente titular del suministro eléctrico, al finalizar el contrato de arrendamiento —independientemente de la causal— el derecho que tiene habilitado es a solicitar a la distribuidora poder disponer de esa acometida y medidor en un eventual traslado a otro sitio.

Sin perjuicio de lo anterior, corresponde indicar que el artículo 20 inciso final de los Términos y Condiciones de los Pliegos Tarifarios, aprobados para el año 2022, que regula las causales de desconexión a un usuario final, establece que “Queda expedito el derecho del usuario para reclamar por la vía judicial, los daños y perjuicios ocasionados por el Distribuidor en virtud de la desconexión, cuando considere que ésta fue hecha sin causa justificada.”

D. Sobre las pruebas y gestiones solicitadas por la sociedad XXX.

El concepto de prueba puede significar lo que se quiere probar (objeto), la actividad destinada a ello (actividad probatoria), el procedimiento fijado por la ley para introducir la prueba en el proceso: testimonio, informes (medio de prueba) el dato capaz de contribuir al descubrimiento de la verdad (elemento de prueba) y el resultado conviccional de su valoración. 
En el tema probatorio se debe tomar en consideración su conducencia, que se traduce en la idoneidad legal que tiene una prueba para demostrar determinado hecho; su pertinencia que implica la prueba tenga una relación directa con el hecho investigado o el hecho que se pretende demostrar; y su utilidad, que hace referencia a que con la prueba analizada pueda establecerse un hecho materia de controversia que aún no se encuentra demostrada con otra prueba.
Bajo esa idea, corresponde indicar que el artículo 107 de la LPA dispone que cuando la administración pública no tenga por ciertos los hechos alegados por los interesados, o la naturaleza del procedimiento lo exija, se acordará la apertura a prueba por un plazo no superior a veinte días ni inferior a ocho, a fin que puedan ofrecerse y practicarse cuantas se juzguen legales, pertinentes y útiles. Lo anterior solo resultará de aplicación, si los hechos que se pretenden probar resultan relevantes para la decisión que deba adoptarse y no son notorios.
Establecido lo anterior, corresponde indicar que la sociedad XXX. solicitó que se abriera a pruebas el presente procedimiento para obtener lo siguiente: 
· Declaración de la señora XXX (propietaria del inmueble) para corroborar la existencia de un proceso judicial que no ha finalizado por lo que mantienen la tenencia sobre el inmueble donde se encuentra instalado el suministro.
· Declaración del señor XXX (coordinador de grandes clientes de la distribuidora) para comprobar que existe una relación jurídica entre la sociedad XXX. y CAESS.
· Exhibición de los documentos presentados por la señora XXX a la distribuidora a fin de constatar intensiones malsanas o ilegales.
· Reconocimiento judicial para que por medio de la inspección a sus instalaciones se evidencie que la suspensión de actividades atraería grandes pérdidas económicas.
Por otra parte, solicitó que se realizara una audiencia conciliatoria para solventar la problemática que dio origen al presente procedimiento.
Sobre las pruebas que la sociedad XXX. pretendía que se realizaran, debe indicarse que en consideraciones anteriores se delimitó y determinó que no se realizará valoración alguna sobre el conflicto relacionado al contrato de arrendamiento y el alcance del mismo, ya que éste corresponde a los tribunales ordinarios en ramo civil y mercantil y no al ámbito del derecho regulatorio de lo cual está a cargo la SIGET, como ente regulador del sector de electricidad.

Por otra parte, a través de la documentación aportada por las partes los argumentos relacionados al proceso judicial y al contrato de suministro han sido demostrados y son aceptados por las partes, por lo que serán debidamente valorados únicamente para definir si la sociedad CAESS, S.A. de C.V. cumplió con los requisitos establecidos en los Términos y Condiciones vigentes para realizar el corte del suministro de energía eléctrica.

En cuanto a la exhibición de los documentos presentados por la propietaria del inmueble a la sociedad CAESS, S.A. de C.V. a fin de tener elementos de las intenciones malsanas, se indica que esta institución entregará las solicitudes de corte del suministro presentadas a CAESS, S.A. de C.V., sin embargo, su evaluación en esta instancia administrativa será únicamente con la finalidad de definir si la señora XXX ostenta algún derecho sobre el inmueble en el que se encuentra instalado el suministro en cuestión. 

Por otra parte, se advierte que la petición de realizar una inspección en el inmueble no es conducente, debido a que esta autoridad administrativa no posee competencia para determinar pretensiones de carácter civil, como lo son la determinación de lucro cesante y daño emergente, por lo cual una inspección al lugar no aportaría ningún elemento sustancial que deba ser analizado bajo la esfera de competencia de esta Superintendencia y para lo cual se encuentra expedita la vía judicial. 

Respecto a la audiencia conciliatoria solicitada corresponde exponer que este es un medio alternativo en donde las partes que están involucradas pueden ponerse de acuerdo con la intervención de un tercero.

Sobre el concepto básico de la audiencia de conciliación, debe reiterarse que esta Superintendencia admitió el reclamo de la sociedad XXX. para evaluar el cumplimiento de requisitos normativos en el corte de suministro solicitado por la propietaria del inmueble.

Por lo tanto, si bien es cierto en el artículo 8 del Procedimiento para la Resolución de Reclamos de los Usuarios Finales del Servicio de Energía Eléctrica ante la SIGET que no Requieren Intervención de Perito Externo, se establece la potestad para el CAU de llamar a las partes a una audiencia conciliatoria, corresponde reiterar que el rol de esta Superintendencia es definir si la sociedad CAESS, S.A. de C.V. cumplió con los requisitos establecidos en los Términos y Condiciones para realizar el corte del servicio de energía eléctrico del suministro identificado con el NIC XXX.

En ese sentido y como se ha expuesto, al contarse con la información suficiente para definir dicho reclamo, se considera que la realización de una audiencia conciliatoria carece de sentido, pues estamos ante un caso en el cual SIGET debe emitir un pronunciamiento sobre la aplicación correcta o no del marco regulatorio existente entre operadores y usuarios.

E. Sobre la solicitud de corte definitivo y las gestiones efectuadas por la sociedad CAESS, S.A. de C.V. 

En este apartado, se procede a analizar la documentación que consta agregada al expediente a fin de verificar las gestiones realizadas por la sociedad CAESS, S.A. de C.V. frente a la solicitud de corte definitivo efectuado por la propietaria.
Debe indicarse que para realizar el corte del suministro, la distribuidora debe cumplir con lo establecido en los Términos y Condiciones Generales al Consumidor Final, del Pliego Tarifario del año 2022, de donde se desprenden los siguientes aspectos:
· Debe existir una solicitud de desconexión o corte definitivo del servicio por parte del propietario del inmueble. 
· Debe realizarse una comprobación de la titularidad del derecho que lo habilite. 
· Debe notificar a quien resultará afectado con el corte al menos tres días antes de realizarlo.
· Una vez constatado lo anterior, debe ejecutarse la desconexión ocho días hábiles después de recibida la solicitud.

Con respecto al corte del suministro, consta la documentación siguiente:

· Carta de fecha 11 de abril de 2022 suscrita por el señor XXX, apoderado general judicial con cláusula especial de la señora XXX, dirigida a la sociedad CAESS, S.A. de C.V. solicitando el corte definitivo del suministro de energía eléctrica ubicado en el lado Sur del Paseo General Escalón, número 3931.

· Formulario de solicitud de terminación de contrato con la distribuidora CAESS de fecha 11 de abril de 2022 suscrita por el apoderado de la propietaria del inmueble.

· Documentos de la propietaria del inmueble, escritura pública de poder general judicial con cláusula especial con acta notarial otorgando la delegación del mandato, certificación extractada del inmueble extendida en el Centro Nacional de Registros por el Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas de la Primera Sección del Centro del departamento de San Salvador. 

· Dos cartas de la distribuidora CAESS vinculadas con la gestión número XXX, dirigidas a la sociedad XXX. informando que se procederá a la desconexión del suministro NIC XXX en los próximos 3 días, consignando:

1. En la primera carta lo siguiente: “hacemos de su conocimiento que el señor XXX. propietario del inmueble ha solicitado a esta distribuidora el corte definitivo del suministro de energía eléctrica”.  La carta remitida por la distribuidora a esta institución no tiene acuse de recibo; sin embargo, la sociedad XXX. la presentó junto a su reclamo.

2. En la segunda carta consigna: “hacemos de su conocimiento que el propietario del inmueble, ha solicitado a esta Distribuidora el corte definitivo del suministro de energía eléctrica”. Asimismo, respecto a dicho escrito, consta notificación realizada el 21 de abril de 2022 con firma de recepción del señor XXX.

· [bookmark: _Hlk104214471]Carta dirigida a la sociedad XXX. emitida el día 27 de abril de 2022 por el señor XXX, coordinador de Grandes Clientes de la sociedad CAESS, S.A. de C.V., dando respuesta a peticiones vinculadas al corte del suministro NIC XXX presentadas los días 21 y 25 de abril de 2022.

En ese orden, respecto a lo establecido en el artículo 22 letra b) de los T&C, se observa que la petición de corte definitiva del suministro NIC XXX ubicado en el lado Sur del Paseo General Escalón, número 3931, de la ciudad de San Salvador, fue efectuada por el apoderado de la propietaria del inmueble.

En relación con el trámite dispuesto en el artículo 23 de los T&C, se advierte que la distribuidora emitió a la sociedad XXX., usuaria del suministro NIC XXX, dos cartas vinculadas a la gestión de corte definitivo y terminación del contrato, ambas de la gestión número XXX. Por lo cual se verificó lo siguiente:

· Ambos documentos fueron presentados por la sociedad XXX. junto a los escritos presentados a la SIGET en fechas veintiuno y veinticinco de abril del presente año.

· La distribuidora presentó la notificación de la segunda de las cartas realizada en fecha 21 de abril de 2022.

En ese sentido, se observa que la sociedad XXX. fue notificada de la forma determinada en el artículo 23 de los T&C sobre la gestión de corte definitivo del suministro NIC XXX, de forma previa a la acción técnica de desconexión. 

Asimismo, se observó que la distribuidora dio respuesta por escrito a las peticiones vinculadas a la desconexión del suministro NIC XXX presentadas por la sociedad XXX. los días 21 y 25 de abril de 2022, documento que fue notificado a la reclamante el día 29 de abril de 2022.

Con base en lo detallado, se determina que la distribuidora cumplió con la normativa sectorial aplicable al caso, respecto a la recepción de la solicitud de corte definitivo del suministro y a la notificación de dicha gestión al usuario afectado.

F. Sobre las medidas provisionales solicitadas

En la interposición del reclamo, la sociedad XXX. solicitó que se dictara una medida provisional para suspender el corte del suministro hasta que finalice el proceso judicial.

[bookmark: _Hlk105077610]Al respecto, en el acuerdo N.° E-0871-2022-CAU, de fecha veintiocho de abril del presente año, se instruyó a la distribuidora que se abstuviera de efectuar dicho corte hasta que se emitiera el pronunciamiento respectivo en esta sede. 
 
Por otra parte, el artículo 78 de la Ley de Procedimientos Administrativos establece en su inciso 3° que las medidas provisionales podrán dejarse sin efecto o modificarse durante la tramitación del procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta al momento de su adopción. En todo caso, se extinguirán con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente. 
 
[bookmark: _Hlk105077691]Teniendo en cuenta lo concluido en el apartado anterior y en vista que la medida provisional tiene un carácter excepcional y que subsiste mientras se tramitaba el presente reclamo, esta Superintendencia debe levantar la medida provisional adoptada en el acuerdo N.° E-0871-2022-CAU. Y, de nuevo, debe recalcarse que dichas medidas responden específicamente a la necesidad de garantizar el servicio público de energía eléctrica en tanto se determina el cumplimiento de requisitos en una solicitud de desconexión; pero para medidas cautelares supeditadas a un pronunciamiento final en proceso judicial, esta superintendencia no tiene competencia.




3. CONCLUSIÓN

[bookmark: _Hlk104298087]Con fundamento en las disposiciones indicadas, esta Superintendencia considera pertinente   establecer que con base en la documentación que se ha tenido a la vista, la titularidad del inmueble objeto del reclamo le corresponde a la señora XXX, quien acudió a la empresa distribuidora CAESS y solicitó el corte del servicio. 

Por otra parte, la sociedad CAESS, S.A. de C.V. cumplió con la normativa sectorial aplicable al caso, respecto a la recepción de la solicitud de corte definitivo del suministro con el NIC XXX y a la notificación de dicha gestión a la sociedad XXX.

4. RECURSOS

En cumplimiento de los artículos 132 y 133 de la Ley de Procedimientos Administrativos, el recurso de reconsideración puede ser interpuesto en el plazo de diez días hábiles contados a partir del día siguiente a la fecha de notificación de este acuerdo, y el recurso de apelación, en el plazo de quince días hábiles contados a partir del día siguiente a la fecha de notificación, con base en los artículos 134 y 135 LPA.

5. MEDIO ELECTRÓNICO PARA REALIZAR Y RECIBIR NOTIFICACIONES
De conformidad a como fue establecido previamente en el acuerdo N.° E-0871-2022-CAU y con base en el artículo 99 de la LPA, por razones de seguridad ocupacional, y a la vez, obtener celeridad en el procedimiento con el uso de medios electrónicos que permite la LPA, es procedente instruir a las partes que como medio prioritario para recibir notificaciones señalen una dirección de correo electrónico. En caso de no contar con dicho medio, las notificaciones serán realizadas en la dirección física señalada, considerando las limitantes de movilidad generadas por la pandemia.  
 
De igual manera, se les hace saber que las respuestas relacionadas con el presente procedimiento pueden ser enviadas en tiempo y forma a la dirección de correo electrónico: acuerdoscau@siget.gob.sv    

POR TANTO, con base en el análisis y marco regulatorio expuesto, esta Superintendencia ACUERDA: 
 
a) Determinar que no se han observado incumplimientos por parte de la sociedad CAESS, S.A. de C.V. en el proceso de desconexión o corte definitivo regulado en el artículo 23 de los Términos y Condiciones de los Pliegos Tarifarios aprobado para el año 2022. 

b) Declarar sin lugar lo solicitado por la sociedad XXX. en su escrito de fecha treinta y uno de mayo del presente año.

c) Levantar la medida provisional ordenada en el acuerdo N.° E-0871-2022-CAU de fecha veintiocho de abril del presente año. 

d) Notificar este acuerdo al señor XXX, apoderado general judicial de la señora XXX y a las sociedades XXX. y CAESS, S.A. de C.V.

A la notificación de la sociedad XXX. debe adjuntarse copia del escrito presentado por el licenciado XXX el día diecinueve de mayo de este año y los escritos presentados por la distribuidora los días trece y dieciséis del mismo mes y año. Asimismo, deberá entregársele copia de la solicitud de corte del suministro presentada por la propietaria del inmueble a la distribuidora.

A la distribuidora copia del escrito antes presentado por el licenciado XXX. 

 

Manuel Ernesto Aguilar Flores
Superintendente
Sexta décima calle poniente y 37 Av. sur #2001, Col. Flor Blanca, San Salvador, El Salvador, C.A. 
PBX: (503) 2257-4438; Fax: (503) 2257-4499
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